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INFORME  INVERSIONES BOLIVIA  

CASOS TERRITORIOS GUARAYOS Y MULTIÉTNICO II  

  

Los territorios indígenas que analizamos en este estudio se encuentran en la cuenca 

amazónica boliviana. Nos referiremos específicamente a dos territorios indígenas que 

alcanzan un millón y medio de hectáreas, que son ricos en recursos naturales y que están 

articulados a la economía global por dos productos que generaron cadenas de valor 

controladas por grupos empresariales exportadores: la madera y la castaña. 

Estos territorios fueron y son el hábitat de varios grupos étnicos de las tierras bajas 

bolivianas; estos grupos fueron sujetos de manera coactiva a formas de organización del 

trabajo debidas a la expansión de relaciones mercantiles debidas a la expoliación de los 

recursos naturales y la consolidación de instituciones económicas e ideológicas -como las 

misiones, la hacienda y la barraca- que perfilaron una relación de subordinación con los 

grupos sociales que controlaban la economía y la política regional. 

En distintos momentos históricos, los territorios estuvieron sujetos a disputas por la 

titularidad de sus tierras y/o por el acceso de sus recursos naturales renovables. Estas 

disputas adquirieron una nueva significación a partir de las demandas colectivas para 

titularizarlas. Los grupos étnicos demandantes, apelando a sus derechos tradicionales 

ratificados en el convenio 169 de la OIT, logran la tenencia de los territorios cuyos recursos 

naturales renovables buscarán aprovechar de manera exclusiva. 

El proceso de saneamiento se extendió por más de una década y expresa la mayor presencia 

de los grupos étnicos, representados en organizaciones locales, regionales y nacionales, en 

los ámbitos de decisión política nacional. De manera correlativa, las demandas territoriales 

encuentran un soporte discursivo en el restablecimiento y/o fortalecimiento de las formas 

organizativas étnicas para la gestión de los territorios ancestrales. 

La gestión de los territorios adquiere una dimensión política a partir de la formalización de 

la declaración de los derechos de los pueblos indígenas en la nueva constitución política 

boliviana y el reconocimiento de un régimen autonómico que derive en entidades 

territoriales indígenas que se autogobiernen. Es este escenario en el que las organizaciones 

representativas de los grupos étnicos dueños de los territorios se desempeñan y en el que 

los intereses por el aprovechamiento de sus recursos operan. 

A continuación presentamos los aspectos generales de la territorialidad indígena en Bolivia, 

luego los dos casos respectivamente, para concluir con un análisis comparativo de la 

situación socioeconómica de los territorios y las tendencias en la gestión efectiva de los 

recursos naturales. 



2 
 

ASPECTOS GENERALES 

1. Marcos normativos por país (referidos a las tierras y territorios indígenas). 

A partir de 1994, en Bolivia se introducen reformas a la Constitución Política del Estado, 

entre las que se destacan los conceptos de multietnicidad y pluriculturalidad para dar cuenta 

de la composición de la sociedad nacional. Estas reformas reconocían el derecho de los 

pueblos indígenas en el marco del ejercicio de los pueblos y de los derechos sociales, 

económicos y culturales, y -de manera especial- los derechos “relativos a sus tierras 

comunitarias de origen, garantizando el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos 

naturales, a su identidad, valores, lenguas, costumbres e instituciones”. (Artículo 171, CPE 

con reformas de 1994) 

Las tierras comunitarias de origen (TCO) se definen como una forma de propiedad agraria 

en la  Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria promulgada el año 1996. Ésta, 

conocida como ley INRA, subraya que la denominación de TCO comprende el concepto de 

territorio indígena en conformidad a la parte II del convenio 169 de la OIT, ratificado por 

Bolivia el año 1991. En sentido estricto, las TCO son:  

“(…) los espacios geográficos que constituyen el hábitat de los pueblos y comunidades indígenas y 

originarias, a los cuales han tenido tradicionalmente acceso y donde mantienen y desarrollan sus 

propias formas de organización económica, social y cultural, de modo que aseguran su 

sobrevivencia y desarrollo. Son inalienables, indivisibles, irreversibles, colectivas, compuestas por 

comunidades o mancomunidades, inembargables e imprescriptibles” (Ley Nº 1715, Artículo 41. I. 

5) 

Bajo este criterio, se norma la dotación y titulación de TCO bajo una modalidad específica 

de saneamiento que garantiza la participación de las comunidades y pueblos indígenas. De 

la misma forma, el Estado garantiza -mediando el debido proceso de saneamiento- la 

consolidación propietaria de tierras suficientes en cantidad y calidad para el desarrollo 

económico, social y cultural de los pueblos indígenas demandantes. 

Cabe señalar que el marco normativo generado con las reformas constitucionales del año 

1994 no integró a las TCO al ordenamiento político administrativo boliviano. Éstas, una 

vez saneadas, no  contaban con el reconocimiento estatal para que sus instancias 

organizativas adquieran competencias para su gestión integral. En otras palabras, la 

titularidad del territorio no implicó la delegación de las decisiones políticas y económicas a 

los pueblos indígenas; éstos debían remitirse, por un lado, a normas sectoriales para 

proceder al aprovechamiento de sus recursos naturales y, por otro, a las unidades 

administrativas (municipales y departamentales) para promover o incidir en decisiones 

políticas referidas a su territorialidad.
1
 

                                                      
1
 Si bien las formas organizativas tradicionales de los pueblos indígenas fueron reconocidas por el Estado 

mediante la Ley de Participación Popular (Ley Nº 1551 de 1994), su esfera de acción se circunscribió a las 
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Conforme a este marco normativo, la gestión indígena del territorio titulado es restrictiva 

debido a que cualquier decisión sobre los recursos naturales se deriva a un marco legal 

sectorial interpretativo de los derechos y obligaciones de las comunidades que habitan ese 

territorio. En ese marco legal destacan la Ley de Medio Ambiente (Ley Nº 1333 del año 

1992), la Ley de Hidrocarburos (ley Nº 1689 del año 1996), la Ley Forestal (ley Nº 1700 

del año 1996) y su reglamento (Decreto Supremo Nº 24453 del año 1996) , el Código de 

Minería (Ley Nº 1777 del año 1997), el Reglamento de Áreas Protegidas (Decreto Supremo 

Nº 24781 del año 1997)  y el Reglamento del Régimen de Acceso a los Recursos Genéticos 

(Decreto Supremo Nº 24676 del año 1997).   

Esta trama normativa queda en entredicho no sólo por las limitaciones “formales” a las 

decisiones sobre el aprovechamiento de los recursos naturales, sino por la presencia de los 

denominados “terceros”. Es decir, propietarios de haciendas -medianas y grandes-, 

pequeños productores agropecuarios y empresas agrícolas y ganaderas que devienen en 

competidores por la titularidad de las superficies demandadas por los pueblos indígenas. En 

este sentido, el problema del saneamiento -iniciado en 1996 y que continúa en algunos 

casos hasta la fecha- radica en que los dueños de las propiedades privadas consolidaron sus 

posesiones, incluso ampliándolas, en detrimento de la territorialidad indígena demanda, sea 

por la coincidencia con el territorio tradicional y/o por su continuidad espacial. 

Las normas a las que nos referimos forman parte de las denominadas reformas estructurales 

de  segunda generación que, desde 1994, buscaron liberalizar la legislación de recursos 

naturales renovables y no renovables en Bolivia. Cabe mencionar que esta legislación, 

aplicada a las TCO, implica no sólo la seguridad jurídica como reafirmación de la posesión 

del territorio, si no  -como mencionan algunos autores- integrar al mercado a las 

poblaciones indígenas bajo la premisa que éstas son -o serán- las mejores defensoras del 

medio ambiente en sus territorios, a través de prácticas de manejo sostenible de los recursos 

renovables. 

Desde posiciones que abogan por el disfrute de los derechos colectivos de los pueblos 

indígenas, el saneamiento de sus territorios debería estar acompañado por el 

reconocimiento de éstos como entidades político administrativas; es decir, los territorios 

indígenas per se conformarían autonomías, otorgando a sus poseedores funciones 

administrativas, facultades legislativas y acceso a recursos públicos para su beneficio 

colectivo.  

Esta perspectiva fue tratada en el proceso que derivó en la sanción de la nueva Constitución 

Política del Estado de 2009, que abre la posibilidad para que las TCO formen parte del 

ordenamiento político administrativo. La Constitución manda que, mediante el derecho a la 
                                                                                                                                                                  

secciones municipales en tanto éstas intervengan en la estructuración de la demanda de servicios básicos de 

las poblaciones indígenas que habitan esas jurisdicciones.  
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libre determinación (Artículos 2 y 30), los pueblos indígenas ejerzan su territorialidad en el 

marco de una nueva organización territorial del Estado que incorpora el concepto de 

territorios indígena originario campesinos (TIOC). 

Los TIOC, como organización territorial, remiten, como base de su delimitación, a las TCO 

saneadas o en proceso de saneamiento. Estas unidades territoriales, que se regirán -

internamente- de acuerdo sus prácticas tradicionales, son ponderadas en un sentido integral 

con vista a su libre determinación, autogobierno y autonomía
2
:  

 “Se reconoce la integralidad del territorio indígena originario campesino, que incluye el derecho a 

la tierra, al uso y aprovechamiento exclusivo de los recursos naturales renovables en las 

condiciones determinadas por la ley; a la consulta previa e informada y a la participación en los 

beneficios por la explotación de los recursos naturales no renovables que se encuentran en sus 

territorios; la facultad de aplicar sus normas propias, administrados por sus estructuras de 

representación y la definición de su desarrollo de acuerdo a sus criterios culturales y principios de 

convivencia armónica con la naturaleza. Los territorios indígena originario campesinos podrán 

estar compuestos por comunidades.” (Artículo 403. I.)       

No obstante, las posibilidades ciertas de concretar las autonomías -hasta la fecha- sólo 

refieren a la Ley Marco de Autonomías y Descentralización “Andrés Ibáñez” (Ley Nº 31 de 

julio de 2010) que acuerda que las TIOC  podrán acceder a la autonomía indígena  

originaria  campesina cuando estén debidamente consolidas, es decir saneadas (Artículo 6. 

I. 2), y mediante una consulta a las comunidades titulares del territorio (Artículo 50. I. V.), 

y, en caso de haberlos, a los terceros que habiten ese territorio. 

Asimismo, para acceder a la autonomía indígena originaria campesina, los pueblos 

indígenas de los territorios titulados requerirán de una viabilidad gubernativa, que refiere a 

la acreditación de  la existencia, representatividad y funcionamiento efectivo de una 

estructura organizacional incluyente de la totalidad de las organizaciones constituidas en el 

territorio
3
 (Artículo 57. 1 y 2). Por otra parte, la organización representativa del territorio 

deberá presentar un plan de desarrollo integral para los habitantes del mismo, que incluirá 

estrategias institucionales y financieras con vistas a la gestión y administración de la 

entidad autónoma. En este sentido, la base poblacional requerida, como estructura 

demográfica mínima, para acceder a la autonomía, será de mil habitantes del territorio 

(Artículo 58. I.) 

Como se evidencia, hasta la fecha, el Estado Plurinacional diseñó una legislación marco 

que condiciona la autonomía indígena con base en las TIOC, que limita la voluntad de los 

indígenas de acceder a la autonomía, en especial cuando se trata de la finalización del 

saneamiento de sus demandas, la ocupación efectiva del territorio y el número de la 

población que las habita. Ante esta situación, desde la perspectiva de las y los 

representantes de las organizaciones indígenas de tierras bajas, el gobierno del Estado 

                                                      
2
 Cabe señalar que la Constitución Política del Estado propone dos vías alternativas para alcanzar la 

autonomía indígena, la municipal y el regional. (Artículo 291 I.) 
3
 Esta viabilidad supone la independencia respecto a otros actores e intereses “externos”. 
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Plurinacional, por un lado, debe completar el saneamiento de las TCO, y, por otro, 

consensuar un proyecto de Ley de Unidades Territoriales y otras normas necesaria para el 

acceso e implementación de las autonomías indígenas originarias campesinas. 

  

2. Caracterización económica general de las comunidades y/o pueblos indígenas 

analizados  (actividades de autosubsistencia y actividades excedentarias).  

[Línea base permite dar cuenta de las transformaciones] 

 

SITUACIÓN GENERAL DE LOS INDÍGENAS EN TIERRAS BAJAS 

La información oficial respecto a los pueblos originarios e indígenas en Bolivia remite a los 

resultados del  Censo de Población y Vivienda realizado el 5 de septiembre de 2001. Este 

Censo informa que, sobre los 8.274.325 habitantes de la entonces república, la población de 

15 años o más que adscribió como indígena  alcanzaba las 4.133.138 personas, de las cuales 

1.857.342 residen en área urbana (44,94%) y 2.275.796 en área rural (55,06%).
4
   

La composición étnica de la población indígena indica que dos grandes grupos culturales 

andinos predominan demográficamente el panorama étnico lingüístico boliviano. Nos 

referimos al Quechua, con 1.555.641 habitantes, y el Aymara, con 1.277.881 habitantes; 

entre ambos alcanzan los 2.833.522 habitantes; es decir, el 68,55% del total de la población 

indígena de 15 años o más. 

En cuanto a la población indígena en las tierras bajas de la cuenca amazónica y de la 

cuenca de platense, el Censo de 2001 da cuenta de 273.254 habitantes; es decir, el  6,6% 

del total de la población indígena de 15 años o más. Para mayor precisión, la población 

inferida desde 0+ años llega a 443.942 habitantes.  

Además, el Censo da cuenta de 30 grupos étnicos (Ver: Cuadro), dispersos en la Amazonía 

(departamento de Pando, norte del departamento del Beni y norte del departamento de La 

Paz), el Chaco (departamentos de Santa Cruz, Chuquisaca y Tarija), la zona de transición 

pre-andina amazónica. 

 

                                                      
4
 En el Censo de 2001 se realizaron tres preguntas referidas a la identidad étnica. Dos preguntas referían a la 

lengua  (la pregunta N° 32 ¿Qué idiomas o lengua habla?, y la pregunta N° 35 ¿Cuál es el idioma o lengua 

que aprendió a hablar en su niñez?), y una pregunta referida a la autoidentificación a un grupo cultural (la 

pregunta N° 49 “¿Se considera pertenencia a alguno de los siguientes pueblos originarios o indígenas?”). Las 

dos primeras preguntas aplicaron a persona de 4 o más años, mientras que la última pregunta se aplicó a 

personas de 15 o más años. En esta sección del documento, presentamos la información acerca de la 

autopertenencia. 
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Población Indígena de 15 años o más según autoidentificación y 

población inferida 0+ años. Fuente Censo 2001 y PNUD 2006 

 

Pueblo Indígena   Población Censo 2001 Población Inferida 0+ 

PNUD 2006 

Araona 92 158 

Ayoreo  Zamuco 860 1.236 

Baure   496 886 

Canichana     213 404 

Cavineño   852 1.683 

Cayubaba    328 664 

Chácobo     255 516 

Chimán, Tsimane    4.331 8.615 

Chiquitano (Bésiro, Napoca, Paunaca, 

Moncoca)    
112.218 195.624 

Esse Eja, Chama 409 732 

Guaraní (Isoceño, Ava, Simba) 81.011 111.178 

Guarasugwe    9 13 

Guarayo    6.010 11..953 

Itonama     1.492 5.077 

Joaquiniano     169 296 

Leco     2.443 4.196 

Machineri     15 30 

Moré 44 64 

Mosetén   813 1.588 

Movima     6.183 12.230 

Moxeño (Trinitario, Javeriano, Loretano, 

Ignaciano)    
46.336 81.206 

Pacahuara     32 46 

Reyesano, Maropa  2.741 4.919 

Sirionó     134 268 

Tacana     3.580 7.345 

Tapiete     19 41 

Weenhayek 1.022 1.797 

Yaminawa    45 93 

Yuqui     112 208 

Yurakare     1399 2.829 

TOTAL  273.663 443.942 

 

Es evidente que los grupos étnicos de las tierras bajas son una minoría. Comparando la 

población estimada 0+ años con el total de la población boliviana a tiempo del Censo 2001, 

llegan a ser sólo el 5,36%.   

En cuanto a su situación económica, y siempre con el referente del Censo 2001, prevalecía 

la categoría productores agropecuarios en el área rural. La mayor parte de la población 

indígena realizaba actividades relacionadas a la agricultura, ganadería, caza y silvicultura 

(41,18%), seguido de comercio por mayor y menor (15,06%) e industria manufacturera 

(10,82%). Empero, este Censo da cuenta de una disminución importante en la actividad de 
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productores y trabajadores en la agricultura, variación que del 54,34% registrado en el 

Censo del año 1992, se reduce al 40,53% en el Censo del año 2001. 

Desde una perspectiva cualitativa (o etnográfica), distintos textos descriptivos de los grupos 

étnicos de las tierras bajas bolivianas, presentan la organización económica de estos 

pueblos indígenas en términos de formas de organización del trabajo familiar y/o comunal 

dirigidas al autoconsumo, donde se equilibran de manera sistémica la agricultura de roza, la 

cría de ganado menor, la caza, la pesca y la recolección de productos no maderables del 

bosque. Esta “economía indígena” no tendría, por sí misma, lazos comerciales 

significativos y sostenibles con otros grupos sociales no indígenas que habitan esos 

territorios y/o controlan su área de influencia. 

Empero, estos textos recalcan la venta de fuerza de trabajo indígena. Nos referimos a la 

inserción subordinada de individuos indígenas en la economía de mercado como peones en 

haciendas ganaderas, cosechadores de productos agrícolas comerciales, trabajadores no 

calificados en la explotación maderera y en la minería. En este entendido, el Plan Nacional 

de Desarrollo (Decreto Supremo Nº 29272 del año 2006) indica que la mejora de 

condiciones de vida de los pueblos indígenas en las tierras bajas se construirá con una 

estrategia que generé oportunidades de empleo rural no agrícola fundado en la 

implementación de sistemas agroforestales, la gestión de los sistemas agrosilvopastoriles y 

en el manejo y aprovechamiento comunitario del bosque.
5
 El desarrollo de estas actividades 

comprenderá el fomento de la autogestión indígena de sus TCO con recursos del 

FDPPIOYCC arriba mencionados. 

 

  

                                                      
5
 Esta estrategia se formalizó en el Plan Estratégico Nacional de Distribución de Tierras  y Asentamientos 

Humanos (Instituto Nacional de Reforma Agraria y Viceministerio de Tierras, 2007) y Plan Nacional para el 

Manejo  Integral del Bosque (Viceministerio de Biodiversidad, Recursos Forestales y Medio Ambiente, 

2008). 
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SITUACIÓN GENERAL DE LAS TCO EN TIERRAS BAJAS 

En las tierras bajas, las Tierras Comunitarias de Origen, denominativo para la propiedad 

colectiva de las tierras saneadas por el Estado boliviano a favor de 34 pueblos indígenas, 

constituyen el 10,5% del total de la superficie del territorio boliviano. (Ver: mapa 1) 

 



9 
 

  

Esta extensión, 11.572.983,2284 hectáreas tituladas a julio de 2010, es significativa en 

múltiples planos.  

En el plano de la conservación medio ambiental, las 60 demandas territoriales indígenas 

contemplan 7 ecorregiones  articuladas en 4 zonas biogeográficas entre la cuenca 

Amazónica y la cuenca del Plata, con 13 áreas protegidas y clasificadas que corresponden -

total o parcialmente- a 22 TCO demandadas y/o tituladas.   

En el plano de los recursos naturales no renovables y renovables, las tierras de propiedad 

colectiva,  son de interés para las industrias extractivas. El sector de hidrocarburos, que 

opera en un 1,3% de la superficie que estuvo -y está- sujeta a saneamiento, explora un 5,2% 

de éstas y, tiene reservada para exploración un 13,4% del total de la superficie sujeta a 

saneamiento. El sector minero, más acotado en su localización, opera formalmente en el 

1,1% del total de la superficie saneada-. El sector forestal maderero, bajo el criterio de 

concesiones empresariales, contempla el 6,22% del total de la superficie sujeta a 

saneamiento, mientras que el 11,68% del total de la superficie saneada como TCO se 

encuentra bajo planes generales de manejo forestal a cargo de pueblos y comunidades 

indígenas.   

En el plano del uso del suelo, la expansión de la frontera agrícola afecta las tierras de 

propiedad colectiva indígena, tanto por acción de pequeños agricultores como por la 

agroindustria, en especial en las regiones andino - amazónica como en el bosque seco 

chiquitano. Asimismo, se estima -mediante la metodología de escenarios y manteniendo la 

tasa de deforestación anual a 315.500 hectáreas año - que el avance de la frontera agrícola 

llegará deforestar 33 millones de hectáreas de bosques durante el siglo XXI, afectando las 

tierras de propiedad  indígena que contienen el 55% de las tierras de producción forestal 

permanente.  

En el plano de la gestión territorial, las tierras colectivas tituladas a favor de las 

organizaciones representativas de los pueblos/naciones indígenas, se inscriben en el 

reconocimiento jurídico de los sistemas de gestión y la  determinación de las actividades 

que tienen lugar en esas tierras, fundadas en sus órganos tradicionales de toma de 

decisiones políticas y sistemas legales propios.  En esta perspectiva, la territorialidad 

indígena, asociada a la libre determinación en sus dominios ancestrales, se presenta como 

un campo conflictivo, por un lado, cuando se trata del aprovechamiento exclusivo de los 

recursos naturales renovables en esas tierras  y, por otro, a tiempo de ejercer los derechos a 

la consulta previa e informada y a la participación en los beneficios por la explotación de 

los recursos naturales no renovables.   

En los planos señalados, encontramos que la propiedad colectiva de las tierras legalmente 

reconocidas a favor de los pueblos indígenas se vincula progresivamente con las facultades 
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para la protección, el uso y el aprovechamiento de los recursos naturales no renovables y 

renovables que éstas albergan. En esta perspectiva, la positivización de la tenencia colectiva 

-expresada en la titularidad de las tierras- perfila una tensión entre la exigencia de los 

derechos económicos de los pueblos indígenas y las políticas estatales dirigidas a proteger 

la integralidad cultural de éstos a partir de sus territorios.  

Si bien el objeto de la tensión estriba en las posibilidades ciertas de la gestión de los 

territorios, las causas pueden identificarse en los determinantes estructurales que perfilan 

las formas de organización de la economía de las familias y comunidades indígenas 

poseedoras del territorio -sus actividades productivas, su trabajo y sus recursos productivos-

, y que ponen en discusión el carácter esencialista de la “economía tradicional” y la 

factibilidad de una política pública que la proteja y/o reconstituya.  
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DESCRIPCIÓN DE LAS TRANSFORMACIÓNES (POR CASO) 

CASO 1: LA TCO GUARAYOS 

La TCO Guarayos remite etnohistóricamente a un pueblo indígena originado en las 

migraciones de grupos culturales de lengua guaraní procedentes del este (se discute si de 

los actuales Brasil o Paraguay). La ocupación de este territorio data de mediados del siglo 

XVI, época desde la cual este pueblo indígena interactuó en situación de frontera con el 

Estado colonial, hasta que a fines del siglo XVIII se hace sistemática la intención de su 

conquista y reducción. Ya en el siglo XIX, época republicana, son misionados por la orden 

Franciscana, incorporándolos -en detrimento de la caza, recolección y agricultura de roza- a 

una organización del trabajo agrícola y artesanal cuyos excedentes eran comercializados 

por los misioneros. 

Las misiones franciscanas fueron eliminadas en la década de 1930, conformándose una 

delegación del Estado en el espacio territorial de la misiones
6
. El año 1948, la delegación se 

suprime, y las tierras -las que aún no estaban ya en manos de particulares- se declaran 

reserva fiscal. Los Guarayo devinieron en mano de obra de las haciendas agrícolas y 

ganaderas que se consolidaban en la región y, con posterioridad, en el marco de la 

aplicación de la reforma agraria del año 1953, el Estado les entregó tierra de tenencia 

individual de entre 30 a 50 hectáreas.
7
 La titulación individual de tierras conlleva la 

intención de campesinizar a las familias guarayas, que como agricultores de subsistencia se 

encontraban obligados a emplearse como peones en haciendas agropecuarias y/o empresas 

madereras -que a partir de la década de 1970-  explotan las maderas preciosas del territorio 

tradicional guarayo. 

 

                                                      
6
 La Delegación, luego Intendencia, era la  encargada de incorporar a los Guarayo al “control efectivo de la 

nación”. Muchas familias Guarayas huyeron al monte para evadir los abusos de los funcionarios y los 

hacendados tradicionales y nuevos colonos blanco mestizos provenientes de Santa Cruz.   .  
7
 Con la reforma agraria, ocurre una corriente migratoria de colonos de las tierras altas que reciben títulos 

individuales de 50 hectáreas de tierra. Estos colonos se organizarán en sindicatos agrarios  
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1. La exigencia y ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas. 

La exigencia de derechos colectivos del pueblo indígena Guarayu al Estado boliviano tiene 

como antecedente la conformación de la Central Comunal Guaraya el año 1960. Esta 

Central operó en la lógica reivindicativa campesina: conformar sindicatos o zonas agrarias 

para acceder a tierras de forma individual. El requerimiento de tierras se convirtió 

paulatinamente en la demanda de un territorio en  las década de 1980 y 1990. El año 1986 

se consolida la Central Organizativa de los Pueblos Nativos Guarayo (COPNAG) bajo el 

impulso del a emergente movimiento indígena del oriente boliviano, institucionalizada en la 

Confederación de Pueblos Indígenas  de Bolivia (CIDOB). 

La CIDOB, creada el año 1982, fue la propulsora de la Marcha por el Territorio y la 

Dignidad (agosto a septiembre de 1990) y jugó un papel central en la ratificación del 

Convenio 169 de la OIT. En esta perspectiva, propuso una Ley Indígena (agosto de 1991) 
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que buscaba el reconocimiento estatal de la propiedad social y comunitaria los territorios 

ancestrales de los pueblos indígenas de las tierras bajas.
8
 

 

a. Obligaciones del Estado. (Entre otras, la consulta previa) 

El año 1996, la COPNAG, mediante memorial presentado al Instituto Nacional de la 

Reforma Agraria, inicia el proceso legal de la demanda territorial. Ésta abarcaba 2.194.433 

hectáreas localizadas en toda la provincia Guarayos y parte de la provincia Ñuflo de 

Chávez del departamento de Santa Cruz. Situada en la zona de transición de la Amazonía a 

la Chiquitanía, con una economía organizada preponderantemente alrededor  la extracción 

de madera e influida por el complejo industrial soyero y el avance de cultivos comerciales 

arroceros y otras oleaginosas, y la presencia haciendas ganaderas (ganadería extensiva).  

A efectos del saneamiento de la demanda territorial indígena, el Estado declaró 

inmovilizadas 2.117.166 hectáreas de la superficie, dividiendo ésta en cinco polígonos o 

áreas operativas de trabajo. Asimismo, como manda el reglamento de la ley INRA (Decreto 

Supremo N° 24784 del año 1997), la repartición estatal competente en asuntos indígenas y 

originarios elaboró, el año 1999, un informe de necesidades espaciales
9
 que recomendó una 

superficie a dotar de 1.349.882 hectáreas (Ver: tabla)  

 

Requerimientos espaciales de la demanda TCO Guarayos 

Composición Espacial  Hectáreas 

Forestal maderable y no maderable 616.719 

Agrícola 336.806 

Pecuaria 121.357 

Lugares sagrados, sitios históricos y otras áreas  275.000 

Fuente: Informe Necesidades Espaciales TCO Guarayos. VAIPO,1999 

  

La superficie saneada y titulada a favor de COPNAG hasta julio de 2010 alcanzaba 

1.140.628 hectáreas, el 51% de la superficie inicialmente demandada por COPNAG y el 

                                                      
8
 Proyecto de Ley Indígena. Art. 11. “El Estado reconoce y garantiza a los pueblos indígenas la propiedad 

social y comunitaria de sus territorios, quienes tiene derecho al aprovechamiento racional y administración del 

suelo y los recursos naturales renovables existentes, así como el derecho preferente para la explotación de los 

recursos no renovables.”    
9
 Reglamento de la Ley N° 1715.  Artículo 261. II. “El Informe de Necesidades Espaciales contendrá: a) 

Población y número de comunidades, asientos, puestos, lugares o equivalentes que integran la persona 

jurídica del solicitante, según sus características y formas de organización; b) Proyección de crecimiento 

demográfico; c) Usos, costumbres y patrones de asentamiento, incluyendo formas y calendarios migratorios; 

d) Tradiciones culturales de ocupación espacial incluyendo la valoración de las áreas de uso y 

aprovechamiento en consideración a las condiciones de producción y reproducción social y étnica; e) 

Sistemas de producción y de manejo de recursos naturales; f) Aspectos biofísicos, recursos naturales 

existentes y potencial productivo del área; g) Zonas de preservación; y h) Recomendación de superficie a 

dotar al solicitante para satisfacer sus necesidades espaciales, con base en los criterios establecidos en los 

incisos anteriores.” 
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54% de la superficie determinada por el Estado para sanear. Cabe señalar que la titulación 

fue gradual, entregándose nueve títulos de propiedad colectica a la organización 

representativa del pueblo Guarayo.
10

 

 

COPNAG representa a las comunidades indígenas guarayas que habitan el territorio 

demandado. Éstas se organizan en siete centrales repartidas en áreas específicas de la 

demanda y a doce comunidades sin adhesión a centrales. (Ver: Cuadro) 

Si bien cada central y comunidad tiene sus reglamentos referidos al acceso a la tierra y a los 

recursos naturales renovables, es COPNAG la que articularía y controlaría el territorio 

titulado, y a quién el Estado central tiene la obligación de dirigirse, por un lado,  a consultar 

sobre aspectos que afecten su integralidad y, por otro, entregar recursos para fomentar 

actividades económicas que mejoren las condiciones de las comunidades que representan.
11

 

 

 

 

b. Respeto de los derechos indígenas por parte de las empresas. 

Ciertamente, la demanda puso en cuestión los intereses creados alrededor de las actividades 

económicas preponderantes en el área. En especial, las empresas madereras, que desde la 

                                                      
10

 Uno el año 1999, otro el año 2001, otro el año 2004, dos el año 2008 y cuatro el año 2009. 
11

 Los requerimientos específicos de servicios básicos de las comunidades indígenas son canalizados por los 

municipios. Los requerimientos productivos son canalizados por instituciones nacionales y/o departamentales 

y organizaciones no gubernamentales.  

Centrales y comunidades afiliadas a COPNAG 

Forma Organizativa Nombre 

Centrales CIEA (Central Interétnica Ascensión) 

CECU (Central Comunal Urubichá) 

CENCOS (Central Comunal Salvatierra) 

CCSP (Central Comunal San Pablo) 

CECY (Central Comunal Yaguarú) 

CCY (Central Comunal Yotaú) 

Comunidades El Verano 

Cururú 

Momené 

Surucusí 

Limoncito 

San Luis 

Cachuela 

Santa María de Ascensión 

San José San Andrés 

Primero de Abril 

Ñuflo de Chávez 
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década de 1970, se adjudicaban grandes superficies de territorio para la extracción de 

madera bajo la forma de contratos. La aplicación de ley forestal (Ley N° 1700) coincidente 

con la ley INRA, supuso la conversión de estos contratos -en la mayoría de los casos- en 

concesiones forestales. 

Empero, es interesante notar que las concesiones generaban condiciones de 

aprovechamiento empresarial de los recursos maderables, modernizando la cadena de valor 

de la madera bajo criterios de sostenibilidad e integración subordinada de distintos actores 

especializados en la explotación, el beneficio y la transformación de la madera 

aprovechada. 

El interés por explotar el potencial forestal del área demandada por los indígenas Guarayos 

se demuestra en las 251.051 hectáreas sujetas a derecho forestal concesional otorgado a 

sólo a cinco empresas los años 1998 y 1999 (Ver: Cuadro). 

Empresas privadas con concesiones forestales y Planes Generales de 

Manejo Forestal en el área de saneamiento de la TCO Guarayos 

Razón Social Municipio  Año Hectáreas 

Cuamobol SRL El Puente 1998 10.004 

Guillet El Puente 1999 42.578 

Roda SRL Urubichá 1998 43.969 

Puesto Nuevo Ascensión de Guarayos 1998 54.500 

La Chonta Ltda Ascensión de Guarayos 1999 100.000 

Total 251.051 

Fuente: ABT, 2010. p.13 

 

Las empresas concesionarias operando en el área de saneamiento tenían la obligatoriedad 

de declarar expresamente la sumisión del derecho concesional a los resultados del proceso 

de saneamiento. En otras palabras, caducar su derecho en beneficio de la titulación de la 

TCO. Sin embargo, en la TCO Guarayos aún quedan concesiones
12

, que formalmente se 

encuentran aún en proceso de saneamiento, aprovechando, bajo planes de manejo, áreas de 

bosque.    

En cuanto a otras actividades empresariales, estas se desenvuelven en áreas que fueron 

tituladas a terceros. Nos referimos a las actividades empresariales ganaderas que, de 

acuerdo a la calificación de tenencia, sumaban 118.732 hectáreas, el 5,6% de la superficie 

que estuvo sujeta a saneamiento, y cuyos derechos están plenamente asegurados por el 

Estado. 

Si bien la actividad maderera es -y será- central en la economía de los indígenas Guarayo, 

la expansión de la ganadería extensiva en la provincia de Guarayos (provincia solapada 

                                                      
12

 Si bien el concepto jurídico de concesión de recursos naturales ya no opera en la normativa nacional, los 

derechos adquiridos por los concesionarios forestales no fueron desconocidos debido a que, hasta la fecha, la 

Asamblea Legislativa Plurinacional no sancionó una nueva ley forestal 
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enteramente con la TCO) es significativa. Desde el año 1993 al año 2003 se registra una 

expansión absoluta, que acompaña el crecimiento departamental, de manera que no se 

modifica su participación relativa. Sin embargo, el gremio empresarial informa para el año 

2007, la ampliación del hato ganadero en la provincia Guarayos, incrementando su 

participación departamental del 3% al 7%. (Ver: tabla) 

 

Ganado vacuno en la provincia Guarayos (en cabezas) 

 1993 1995 2003 2007 

 Absoluto % Absoluto % Absoluto % Absoluto % 

Provincia 

Guarayos 

40.515 3% 42.982 3% 54.714 3% 147.057 7% 

Departamento 

Santa Cruz 

1.536.396 100% 1.629.965 100% 2.074.801 100% 2.147.730 100% 

Fuente: Cámara Agropecuaria del Oriente 

 

Por otra parte, la presencia de colonos, pequeños productores agropecuarios, con sus 

actividades predominantemente dirigidas al mercado, tienen aseguradas jurídicamente 

95.901 hectáreas, el 4,5% de la superficie que estuvo sujeta a saneamiento. Esta presencia 

es relevante no sólo en las actividades agropecuarias, sino en las actividades comerciales de 

los centros urbanos. 

En síntesis, la actividad empresarial no afecta de manera directa el ejercicio de los derechos 

territoriales de los Guarayo. Como se señala más adelante, los concesionarios encontraron 

formas más eficientes -y baratas- de acceder al recurso maderero. Asimismo, la agricultura 

y la ganadería, por ahora, se localizan en áreas donde el uso del suelo agropecuario ya 

transformó el paisaje boscoso. La clave de la actividad empresarial radica en el 

condicionamiento de la gestión del territorio ya titulado, sea por la sistemática 

incorporación de los emprendimientos forestales indígenas a la lógica empresarial, sea por 

la incorporación de la fuerza de trabajo guaraya como peones de haciendas.  

 

2. Uso de los recursos naturales. 

 

a. Aprovechamiento sostenible.  

 

El área que estuvo sujeta a saneamiento para la TCO Guarayos concentra 1.937.633 de 

tierras de producción forestal permanente.
13

 En esta perspectiva, Guarayos es una de las 

seis regiones productoras tradicionales de madera en Bolivia, con un potencial de 

participación nacional, estimada para 2006, del 35% en la producción de madera (Ver: 

Cuadro) 
                                                      
13

 Las tierras forestales de producción permanente son consideradas por el Estado como espacios aptos para el 

uso forestal productivo. Decreto Supremo N°  26075 de 2001. 
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Estimado de participación de Guarayos en la producción de madera (2005) 

  

Metros Cúbicos 

(m3) 

Participación  

Nacional 

Participación 

Departamental 

Guarayos
(*)

 130.000 15.07% 28.13% 

Potencial de Guarayos 
(**)

 305.7992 35.44% 66.17% 

Santa Cruz
 (***)

 462.1503 53.56% 100.00% 

Bolivia 
(***)

 862.813 100.00% - 

(*) Dato de BOLFOR II, 2008, p.  91. Promedio de la tasa de aprovechamiento efectiva. 
(**) El potencial de la producción de madera en Guarayos corresponde a los volúmenes 
autorizados para su explotación en el año 2006. Fuente BOLFOR, Ibídem. 
(***) La producción de Santa Cruz y Bolivia corresponde al volumen registrado por la 
Superintendencia Forestal para 2005. 
Elaboración: CEDLA 
 

 

La madera, por tanto, es el recurso natural renovable que marca la economía de la TCO y 

su área de influencia. Si bien el Estado es quien detenta el derecho de otorgar permisos para 

el aprovechamiento sostenible de los recursos maderables, es la organización indígena 

COPNAG quien tiene la prerrogativa de uso y aprovechamiento exclusivo de los recursos 

maderables y no maderables del bosque guarayo. Este privilegio comporta  una serie de 

acuerdos internos -escritos y orales- entre las comunidades indígenas con membresía en 

COPNAG. Estos acuerdos pautan el acceso y la forma de aprovechamiento de estos 

recursos, tanto a las familias como a los individuos de las comunidades organizados en 

asociaciones forestales.  

 

Las familias que conforman las comunidades, tradicionalmente usan los recursos del 

bosque, maderables y no maderables, con fines domésticos. Estos derechos son exclusivos 

de las familias y se administran a nivel de las asambleas comunales, Su validez es vitalicia 

y se transfieren a los descendientes.  

 

No obstante, el aprovechamiento comercial de la madera implica, además del 

consentimiento de la COPNAG, la aprobación de los planes de manejo forestal por parte de 

la instancia especializada del Estado. Si bien COPNAG detenta el derecho de 

aprovechamiento, las comunidades y asociaciones forestales son quienes acceden al 

aprovechamiento comercial, a través de acuerdos formales con en sus asambleas comunales 

y con sus centrales. Estos acuerdos, usualmente, estriban en la distribución de una cuota 

parte de los beneficios de la explotación, tanto a los directamente implicados como a las 

comunidades de pertenencia.
14

  

 

En cuanto al aprovechamiento comercial de los recursos forestales no maderables, mínimo 

en comparación con la madera, se tiene la aprobación de la asamblea comunal, mas no se 

                                                      
14

 De acuerdo a informantes calificados, COPNAG recibe un porcentaje de los planes de manejo forestal 

aprobados. 
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establecen acuerdos formales. Las iniciativas, de  carácter individual y familiar, están 

vinculadas a proyectos de ONG y responden al acceso exclusivo de esas familias al recurso 

por estar dentro de sus tierras o las de la comunidad (por ejemplo cacao silvestre).  

 

 

3. Economía de las comunidades/pueblos indígenas. 

 

Para comprender la economía de las comunidades guarayas es necesario ubicarlas  

espacialmente, en el norte, el sur y el oeste de la TCO (Ver: Mapa). 

 

Al patrón de ubicación de las comunidades deben agregarse dos especificidades: las 

comunidades tradicionales guarayas (es especial en el norte) y la población guaraya urbana. 

Las primeras son comunidades predominantemente rurales asentadas en áreas de difícil 

acceso, mantienen una fuerte lealtad lingüística y remarcan su identidad cultural a tiempo 

de interactuar con otros no étnicos. Los segundos son personas que habitan áreas 

urbanizadas, tienen  acceso a campos agrícolas denominados zonas agrarias, y están 

implicados en otras actividades (comercio y servicios); étnicamente guarayos, más 

bilingües, con pautas de consumo urbanas. 

 

 

COMUNIDADES TRADICIONALES DEL NORTE DE LA TCO 

Las comunidades tradicionales de la zona norte de la TCO Guarayos practican una 

agricultura de subsistencia con venta esporádica de algunos productos a mercados locales, 

su ganado es menor y en caso de poseer ganado vacuno su número es escaso.  Apelan a la 

caza y la pesca para el autoconsumo; sucede lo mismo en la recolección, mas venden 

esporádicamente algunos productos comercializables -como el cacao silvestre y los aceites 

de frutos de palmeras-. La actividad artesanal es relevante, tanto en tejidos elaborados por las 

mujeres (hamacas, bolsos) como en tallados en madera realizados por los hombres. 

En cuanto a las formas de producción, la actividad agrícola es administrada por las familias 

nucleares de la comunidad, utilizando sus campos agrícolas con extensiones de una a dos 

hectáreas. La organización de la producción responde a la división del trabajo entre los 

miembros de la familia nuclear. Empero, puede ampliarse a la familia extendida (tíos/as, 

abuelos/as y sobrinos/as). 

 

 

POBLACIÓN GUARAYO URBANA DEL NORTE DE LA TCO 

Al igual que las comunidades tradicionales, la población guaraya con base urbana en el 

norte de la TCO practica una agricultura de subsistencia con venta esporádica de algunos 

productos a mercados locales. Tienen ganado menor y escaso ganado vacuno.  En cuanto a 
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la caza y la pesca, combinan el autoconsumo con la venta esporádica de sus presas en los 

centros urbanos en los que residen. Recolectan productos del bosque, con venta esporádica 

de cacao silvestre y los aceites de frutos de palmeras. Como sus co-étnicos rurales, son 

artesanos, además de reconocidos luthiers (especialidad originada en la época de misiones).  

La actividad agrícola es realizada en zonas agrarias por las familias nucleares de la 

comunidad, utilizando sus campos agrícolas con extensiones de una a dos hectáreas. 

Comparten con las comunidades tradicionales la manera de organizar la producción 

mediante la división del trabajo entre los miembros de la familia nuclear y la familia 

extendida. 

 

POBLACIÓN GUARAYO URBANA DEL SUR Y EL OESTE DE LA TCO 

La población guaraya con base urbana que habita el sur y el oeste de la TCO practica una 

agricultura de subsistencia en las zonas agrarias con venta de algunos productos a mercados 

locales. Propietarios de ganado menor y escaso ganado vacuno, organizan la producción 

agrícola la producción mediante la división del trabajo entre los miembros de la familia 

nuclear y la familia extendida. 

Están más articulados a las actividades comerciales e inserción en servicios en los núcleos 

urbanos y venta de fuerza de trabajo a las haciendas agrícolas y pecuarias de la zona. En el 

sur, la caza y pesca son escasas por la transformación de los ecosistemas por el avance de la 

frontera agrícola, practicando solamente la recolección de frutos de las palmeras; mientras 

que en el oeste, aún es posible la caza y la pesca para el autoconsumo y la venta 

circunstancial de las presas en las áreas urbanas que habitan 

 

LA EXPLOTACIÓN MADERERA EN LA ECONOMIA DE LAS COMUNIDADES 

Tanto las comunidades tradicionales guarayas como la población guaraya de base urbana 

articulan sus actividades agrícolas y comerciales con la actividad maderera. Ésta se 

evidencia cuando se identifican las superficies que se encuentran bajo manejo forestal en la 

TCO Guarayos.  

La legislación boliviana (Ley Forestal N° 1700 y su reglamento) establece que el 

aprovechamiento de los recursos del bosque, en especial los maderables, procederá de 

manera sostenible mediante la elaboración de Planes Generales de Manejo Forestal 

(PGMF) y de Planes Operativos Anuales Forestales (POAF). Estos planes, presentados y 

aprobados por la instancia estatal especializada,  establecen los ciclos de rotación de corta y 

las áreas de aprovechamiento anual.  
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El año 2009 se registraba en la TCO Guarayos una superficie de 903.432 hectáreas bajo la 

figura de PGMF. De esta superficie, 440.605 hectáreas, el 48,77% de esta superficie, están 

bajo control concesional de empresarios madereros, y 462.827 hectáreas, el 51,23% de esta 

superficie, están controladas por comunidades guarayas y/o asociaciones forestales 

indígenas, reconocidas por el Estado como Organizaciones Forestales Comunitarias (OFC). 

El indicador del aprovechamiento cierto de los recursos maderables son los POAF, que ese 

mismo año alcanzaban las 202.256 hectáreas, el 22% de la superficie con PGMF, 

manteniéndose la proporcionalidad en el aprovechamiento entre empresarios e indígenas. 

 

Sin embargo, este panorama cambió drásticamente el año 2010. De acuerdo a información 

de la Autoridad de Bosques y Tierras, las autorizaciones de PGMF y POAF a indígenas, 

con distintas categorías organizativas, en superficies mayores a 200 hectáreas, noviembre 

de 2010, alcanza las 974.811 hectáreas (Ver: Cuadro) 

 

Organizaciones forestales con PGMF y POAF con cargo a PGMF 

(mayor a 200 hectáreas) 

Tipo de organización Número Hectáreas 

Asociaciones Forestales  30 556.870 

Comunidades  20 370.415 

Zonas Agrarias 10 47.526 

TOTAL 60 974.811 

Fuente: ABT, 2010. p. 33 

 

No obstante, dada la precariedad de recursos de capital y de tecnología en las comunidades 

y asociaciones indígenas, se incrementó el aprovechamiento forestal en superficies menores 

a las 200 hectáreas. Este mecanismo es utilizado también por colonos de origen andino para 

explotar las manchas de bosque en sus parcelas. (Ver: Cuadro) 

 

 Organizaciones forestales con PGMF (menores a 200 hectáreas) 

Tipo de organización Número Hectáreas 

Asociaciones Forestales  21 10.976 

Comunidades  6 784 

Zonas Agrarias 29 10.226 

Sindicatos Agrarios 13 2.429 

TOTAL 69 23.769 

Fuente: ABT, 2010. p. 44 
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La presión sobre los recursos maderables es evidente, tanto que un experto forestal asegura 

que actualmente la TCO está absolutamente cuadriculada con planes de manejo indígenas.
15

 

Empero, los planes manejados por indígenas no aseguran que éstos sean los que controlen 

esta fase del proceso de aprovechamiento o que no ocurra la venta ilegal de maderas 

preciosas.  

 

4. Relaciones con otros actores: 

a. Relaciones con la población no indígena. 

i. Relaciones económicas. 

 

Es dable afirmar que las relaciones económicas de las comunidades guarayas con la 

población no indígena se establecen en tres esferas: 

 

- Mercados locales. 

En los que comercializan sus productos agrícolas en pequeñas cantidades, sus 

artesanías, otros productos de recolección y monetizan algunas cabezas de ganado 

vacuno. 

 

- Dependencia laboral. 

Como peones en haciendas ganaderas y agrícolas; en actividades de explotación 

maderera (exploración, censo, apertura de sendas, corte) y como empleados en los 

aserraderos de la región.  

 

- Cadena de valor de la madera. 

Como proveedores de madera en áreas sujetas a planes de manejo forestal, 

dependientes de los aserraderos y las empresas de transformación.  

  

 

b. Relaciones con empresas. 

 

Paralela a la consolidación del territorio Guarayo, en especial desde la entrega de los 

últimos títulos ejecutoriales, las empresas madereras perfilaron una nueva estrategia de 

articulación con los indígenas. Denominada asociativa, esta estrategia se funda en los 

acuerdos con las organizaciones forestales indígenas, en los que mediante contratos por 

ventas futuras aseguran la provisión de madera. No obstante, la venta futura no garantiza el 

financiamiento total de las operaciones, aspecto que obliga a los indígenas a demandar -

además de compradores- financiadores de la operación de explotación de las áreas de corta 

anual.  

                                                      
15

 Entrevista Rudy Guzmán. 
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CASO 2: LA TCO TERRITORIO INDIGENA MULTIÉTNICO II (TIM II)  

La TCO Territorio Indígena Multiétnico II refiere a un espacio que actualmente ocupan los 

pueblos Tacana, Cavineño y Esse Ejja. Estos grupos étnicos, en especial los dos primeros, 

no poblaron esta área específica sino hasta finales del siglo XVIII, fruto de traslados a los 

que estuvieron sujetos (encomendados) por misiones franciscanas que los movilizaron 

desde regiones al sudoeste de la actual TCO. En cuanto a la etnia Esse Ejja, dividida en 

clanes, habitó/a y navegó/a las riberas de los ríos Beni, Madre de Dios, Madidi y Colorado 

en la actual Amazonía boliviana y las riberas de los ríos Madre de Díos, Heath y 

Tambopata, Heath en la actual Amazonía peruana; los Esse Ejja mantuvieron una 

autonomía relativa hasta ser misionados por sectas protestantes entrada la cuarta década del 

siglo XX. 
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1. La exigencia y ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas 

 

La exigencia de derechos colectivos de los pueblos indígenas Tacana, Cavineño y Esse Ejja 

que habitan el área que anterior a la conjunción de los ríos Madre de Dios y el río Beni en 

la Amazonía boliviana, tiene como antecedente la conformación del Comité Regional 

Étnico del Noreste Boliviano (CRENOB) el año 1989. El CRENOB, compuesto 

inicialmente por los pueblos Esse Ejja, Cavineño y Chácobo, devino, el año 1990, en la 

Central Indígena de la Región Amazónica de Bolivia (CIRABO), cuyos objetivos eran 

lograr el reconocimiento de un territorio propio ocupado por barraqueros (históricamente 

articulados a la extracción de caucho), exigiendo, también, los derechos a la salud y 

educación de los pueblos que representa.  

De manera similar al caso 1 TCO Guarayos, la “Marcha Indígena por Tierra, Territorio, 

Derechos Políticos y Desarrollo”, el año 1990, encabezada por la CIDOB influyó en la 

admisión de la demanda del TIM II como TCO el año 1996. Las organizaciones 

demandantes fueron la organización del pueblo Tacana Organización Indígena Tacana de la 

Amazonía (OITA), la Capitanía Indígena del Pueblo Esse Ejja de la Amazonía (CIPEA) y 

la organización del pueblo Cavineño (OICA). 

a. Obligaciones del Estado. (Entre otras, la consulta previa) 

 

El año 1996,  las organizaciones mencionadas demandan al Estado -inicialmente- un 

territorio de 380.325 hectáreas. El territorio demandado y actualmente titulado se 

caracteriza por una actividad económica basada en la recolección de castaña, además del 

potencial de uso del suelo agrosilvopastoril con extracción de goma y riqueza piscícola. Se 

suma los recursos de biodiversidad, en especial en las dos áreas protegidas a las que esta 

superpuesta
16

. 

La demanda del TIM II fue la primera en iniciar el saneamiento de tierras en la región 

amazónica, empero las organizaciones demandantes apelaron a medidas de presión 

constantes
17

 (marchas y bloqueos
18

) frente a las trabas que fueron suscitándose en el 

proceso.  

                                                      
16

 La Reserva Natural de Inmovilización Provincia Madre de Dios (creada el año 1996) ubicada en la región 

Sudoeste cuya superficie afecta al 2% del área demandada y  la Reserva Nacional Amazónica Manuripi- 

Heath (creada el año 1973) en la región noroeste, que afecta al 47 % de la demanda territorial. 
17

 La CIRABO y la CIPOAP lideraron la resistencia junto a organizaciones campesinas, organizando la III 

Marcha Indígena Campesina efectuada entre junio y julio del 2000 que logró la anulación de ambas normas y 

la vigencia de uno nuevo, el Decreto Supremo No.2594 que determinó favorablemente: 1) Declarar a todo el 

Norte amazónico como área de Saneamiento Simple (SAN-SIM) debiendo culminar este proceso en el plazo 
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Después de algunos intentos fallidos, las organizaciones indígenas demandantes 

conformaron un equipo técnico-jurídico y constituyeron un directorio que incidió en el 

proceso de saneamiento y que actualmente es el ente que dirige los asuntos políticos y 

económicos de la TCO. No obstante, enfrentaron internamente problemas debidos a la 

heterogeneidad étnica de sus demandantes y a la composición mixta de varias 

comunidades. Las comunidades de mayor ascendencia Tacana lograron hegemonizar la 

demanda debido a su mayor número, aspecto que se expresó en el control de las instancias 

organizativas. 

El año 2001, los pueblos demandantes obtuvieron una primera titulación de tierras que 

alcanzó las 289.470 has. La base de la extensión territorial titulada fue el Informe de 

Necesidades Espaciales elaborado por el Viceministerio de Asuntos Indígenas y Pueblos 

Originarios (VAIPO) en el año 2000, bajo criterios y parámetros técnicos establecidos por 

esta entidad pública. No obstante, apelando a las recomendaciones del estudio de 

“Zonificación Agroecológica y Socioeconómica y Perfil Ambiental del Departamento de 

Pando” (ZONISIG) se logró un área adicional para cumplir funciones de protección de 

ecosistemas, conservación de cuencas hidrográficas, manejo y conservación de vida 

silvestre y de la biodiversidad y un “área de reproducción sociocultural de los pueblos 

indígenas”. Estas dos áreas fueron tituladas el año 2005, sumando la extensión del TIM II 

407.585 hectáreas. (Ver: tabla) 

 

Requerimientos espaciales de la demanda TCO TIM II 

Composición espacial Hectáreas 

Forestal 115.951 has. 

Agrícola 34.145 has. 

Pecuario 26.443 has. 

Protección 124.254 has. 

Área de reproducción sociocultural  106.792 has. 

TOTAL: 407.585 has. 

Fuente: Informe de Necesidades Espaciales TCO TIM II, 2000. 

 
                                                                                                                                                                  

de un año. El alcance beneficia a la provincia Gran Chaco de Tarija y a los departamentos de Beni y Santa 

Cruz; 2) Reconocer e instituir el derecho de las comunidades campesinas e indígenas al acceso durante el 

saneamiento, a 500 hectáreas como mínimo por cada familia, y 3) La entrega del Informe de Necesidades 

Espaciales de la TCO TIM II por parte del Viceministerio de Asuntos Indígenas, con una extensión de 407 

mil hectáreas. (Aramayo 2004: 13). Empero, un nuevo decreto (Nº 27572 de  junio de 2004) pretendió 

nuevamente la conversión de barracas en concesiones forestales, siguiendo ciertos criterios técnicos 

engañosos. La norma desconoció el “derecho de las comunidades y pueblos indígenas a utilizar tierras que no 

estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que tradicionalmente hubieran tenido acceso para sus 

actividades de subsistencia”. (Aramayo 2004: 38) 
18

 “El proceso de saneamiento también ha sido problema con los terceros, con los dueños que eran antes de las 

barracas, de las tierras que eran grandes extensiones.  Entonces ha habido… enfrentamiento,… el saneamiento 

y la titulación nos cuestan años de luchar con el Estado, por eso no es fácil.” (Entrevista a F. Hilcha, 

Presidente del TIM II, abril de 2011). 
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Esta superficie titulada representa un representa el 82% de la superficie que estuvo sujeta a 

saneamiento. La propiedad colectiva del TIM II fue otorgada a los representantes de los tres 

pueblos demandante organizados en el Directorio de la TCO. La integralidad del territorio 

titulado está dada en esta instancia, empero el uso y aprovechamiento de los recursos 

naturales es potestad de la asamblea y de las autoridades tradicionales de las 30 

comunidades indígenas.  

El TIM II cuenta con un directorio liderado por un Presidente y la asamblea general de 

representantes de las comunidades como la instancia magna. De manera similar, cada 

comunidad tiene un cuerpo directivo cuyo cargo principal es la presidencia. La asamblea 

comunal es la máxima instancia de deliberación y decisión en las comunidades que 

establecen normas y acuerdos que regulan la convivencia social interna, el acceso a la tierra 

y a los recursos naturales y el control orientado a eludir el ingreso de externos e ilegales.  

Comunidades representadas por el Directorio del TIM II 

Pueblos Indígenas  Comunidades 

Esse Ejja 1. Villa nueva 

2. Portachuelo Bajo 

3. Portachuelo Alto 

Cavineño 1. Galilea 

2. Santa Ana 

Tacana 1. Vista Alegre 

2. Santa Elena 

3. Exaltación 

4. Portachuelo Medio 

5. Medio 

6. Contravaricia 

7. América 

8. Miraflores 

9. 6 de Agosto 

10. Palestina P. 

11. Loreto 

12. Sinaí 

13. San Salvador 

14. Dativiti 

15. Naranjal 

16. Santa Trinidad 

17. Trinidacito 

18. Tres Estrellas 

19. El Carmen 

20. Lago El Carmen 

21. Santuario 

22. 21 de Septiembre 

23. Santa Rosa 

24. Flor de Octubre 

25. 27 de Mayo – Asunta 

 

 

b. Respeto de los derechos indígenas por parte de las empresas 
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La demanda territorial enfrentó 37 impugnaciones presentadas por los terceros -dueños de 

barracas en especial- ante el Tribunal Agrario Nacional (TAN) que demandaban 

aproximadamente 200 mil has., 13 resultaron adversas a éstos y 24 a favor, las que fueron 

resolviéndose en la medida que el proceso transcurría en un estado de retrasos y 

obstaculizaciones en que incurrieron los miembros del Tribunal Agrario Nacional y 

autoridades del INRA que impidieron clarificar la situación de los terceros dentro del 

territorio. Ante este panorama, nuevamente una medida de presión como el bloqueo en la 

carretera Riberalta- Trinidad el año 2002, logró se proceda a la exposición pública de 

resultados del saneamiento (Ver: CEJIS 2005). 

Sin embargo, esta exposición que vinculaba a 24 impugnaciones en contra de los terceros, 

solo incluyó a 13 predios por la actitud displicente asumida por directivos del INRA en la 

manipulación de los procedimientos administrativos, que sólo dos años después fueron 

corregidos parcialmente. Por supuesto, las acciones de los terceros por revertir el 

saneamiento no cesaron, utilizando diferentes estrategias legales y de hecho, orientadas a 

dilatar el proceso
19

. 

 

2. Uso de los recursos naturales 

 

a. Aprovechamiento sostenible 

 

Veintidós de las treinta comunidades indígenas poseedoras del territorio cuentan con 

castañales cuyo acceso esta pautado por arreglos consuetudinarios al interior de cada 

comunidad (las asambleas comunales son la instancia encargada de la distribución y la 

organización de las áreas de recolección).   

La recolección de castaña se realiza bajo tres modalidades, de acuerdo a las referencias 

brindadas por los entrevistados y que no se diferencian de formas practicadas en años 

anteriores: 1) Individual a cargo de una sola “familia castañera” que accede a un área 

determinada del bosque, 2) Centros castañeros, donde convergen 2 a 3 familias en un área 

específica con mayor capacidad de producción (500 a 2 mil cajas de almendra dependiendo 

de la zona) y 3) Sendas castañeras, similares a las sendas gomeras que contienen un 

determinado número de árboles de castaña identificados y trazados previamente. Estas 

modalidades varían en las comunidades según las características de acceso a los recursos 

                                                      
19

 El testimonio de un dirigente del TIM II corrobora las dificultades confrontadas: “… ha sido complicado 

porque quienes afectan son nomás en la parte contraria los mismos empleados. El proceso de saneamiento 

también ha sido problema con los terceros, con los dueños que eran antes de las barracas, de las tierras que 

eran grandes extensiones.  Entonces ha habido… enfrentamiento,… el saneamiento y la titulación nos cuestan 

años de luchar con el Estado, por eso no es fácil. (Entrevista a F. Hilcha, Presidente del TIM II, abril de 

2011). 
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forestales disponibles, aunque el trabajo y la recolección propiamente dicha se hace 

esencialmente de manera individual/ familiar.
20

  

Empero, la presión sobre este recurso no maderable debida a la demanda internacional 

conlleva que el derecho a su recolección sea cada vez más restringido. En este entendido, se 

limita el acceso de otras familias indígenas a las comunidades y, de la misma manera, cada 

familia busca titular -bajo una figura jurídica de aplicada a comunidades agroextractivistas 

(campesinas) no indígenas- 500 hectáreas para su aprovechamiento exclusivo.  

Esta situación conlleva tensiones entre la asignación tradicional de las áreas castañeras y las 

tituladas. Como menciona el informe TCO TIM II del CEDLA (Rojas 2011), los dirigentes 

comunales no mencionan la titulación familiar porque es contradictoria con la titulación 

colectiva y los usos y costumbres asociados a la recolección en sus comunidades
21

.  Es 

dable afirmar que estas decisiones y los conflictos asociados están condicionados por la 

demanda de la castaña y el comportamiento del precio en el mercado mundial y que tendrán 

un impacto en una futura gestión indígena del territorio. 

 

3. Economía de las comunidades/pueblos indígenas 

 

Las comunidades que ocupan el territorio TIM II se caracterizan practicar una economía de 

subsistencia familiar, articulada a la recolección de castaña -entre los meses de diciembre a 

marzo-, la inserción fabril en los procesos de beneficiado de la castaña y/o la venta de 

fuerza en actividades agrícolas comerciales y servicios en áreas urbanizadas. 

En cuanto a la agricultura, ésta se desarrolla en  el chaco familiar asignado por la asamblea 

comunal. La agricultura de subsistencia se concentra en cuatro productos: el maíz, la yuca, 

arroz y el plátano; éstos dos últimos, además del autoconsumo, son esporádicamente sujetos 

a intercambios mercantiles.  

No obstante, la consolidación de la vía caminera Riberalta – Cobija, con un tramo que 

atraviesa el TIM II, influye en que la economía familiar tienda a dirigir, con mayor 

frecuencia, su producción para el comercio en mercados urbanos. Esta tendencia, que es 

mayor en las áreas cercanas a la vía interdepartamental y a caminos secundarios 

                                                      
20

 Se mencionan casos de comunidades como Palestina y las de ascendencia Esse Ejja, donde la recolección 

se hace de manera colectiva en una primera fase de la zafra para fines comunales, para posteriormente cada 

familia acude al área asignada para apropiarse del producto recolectado y comercializarlo de manera 

enteramente individual. (Ver: Rojas 2009) 
21

 “El territorio es un proceso colectivo, estamos divididos para hacer la recolección de castaña tenemos un 

área, termina la recolección sigue siendo de la comunidad el área o sea hay un acuerdo interno que no está 

parcelando nada, de familia a familia no hay. Simplemente es un manejo interno del territorio de cada área, 

hacen uso y así sucesivamente para no tener problemas” (Dirigente de la comunidad Santa Trinidad, 

entrevista realizada en abril de 2011). 
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adyacentes, implica el pago del transporte de los productos a Riberalta o El Sena, o su venta 

a intermediarios. Los productos con mayor demanda en las áreas urbanas son -además del 

arroz y el plátano- cítricos, sandia y soya. Asociado a la reciente actividad comercial 

agrícola, se apela al uso de fuerza de extra-familiar. 

La economía de subsistencia incorpora la caza y la pesca para el autoconsumo (con 

intercambio o venta esporádica) y una ganadería incipiente, impulsada por la incorporación 

de módulos ganaderos, vinculados a proyectos de desarrollo, que buscan mejorar las 

condiciones de las familias indígenas incorporando actividades productivas que les 

permitan generar ingresos (En esta línea, se identifican emprendimientos agroforestales 

concentrados en la producción de cacao). 

Actualmente, la estructura económica del TIM II se soporta en la producción mercantil. 

Ésta es la relación dominante basada en la propiedad familiar, el trabajo manual de 

miembros de la familia, con una parte del producto orientada al mercado (100% en el caso 

de la castaña) y la apropiación (usufructo) individual de la riqueza generada en las 

actividades agroextractivistas. En este sentido, no existe una economía comunitaria basada 

en la propiedad, trabajo y usufructo colectivos, sino se identifican relaciones mercantiles 

(de producción y de consumo) que permean la dinámica económica de las familias y 

comunidades indígenas, incorporando en los vínculos cotidianos formas de propiedad y 

apropiación particular (individuales)
22

.  

El siguiente gráfico se presenta información sobre el destino de la producción de un 

conjunto de comunidades campesinas e indígenas del norte amazónico (entre ellas las 

comunidades indígenas del TIM II) entre el año 2007 y 2008. Resalta que el destino mayor 

de la producción es el mercado (73%). (Ver: gráfico) 

 

                                                      
22

 En la TCO habitan productores agrícolas (campesinos) en tránsito a formas de producción mercantil 

capitalista por incorporar fuerza de trabajo, la especialización productiva, el uso de medios de trabajo no 

tradicionales (motosierras y otros) y orientar la mayor proporción del producto al mercado. 
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(25%)

(73%)

(2%)

Región Norte Amazónico: Destino de la producción

Venta

 

Fuente: CIPCA, 2009. Indicadores económicos de la economía campesina indígena amazónica.  

Período 2007-2008 

 

La agricultura y la recolección de castaña son las actividades productivas principales de las 

familias indígenas, en tanto generadoras de mayores ingresos y las que las articulan con los 

mercados agrícolas y laborales de la región. La pecuaria, caza, pesca, la artesanía y la 

extracción de madera, en este orden de importancia, son las actividades complementarias 

con diferentes grados de incidencia y participación en el ingreso y empleo de las familias 

comunales.  

 

LA DEMANDA DE CASTAÑA EN LA ECONOMÍA DE LAS COMUNIDADES 

No obstante, la economía de las comunidades indígenas del TIM II estriba sobre otro factor 

que permite generar los ingresos que sostienen a las familias. Nos referimos a la 

recolección de castaña. Desde mediados de la década de 1980, la recolección y beneficiado 

de la castaña devino en la actividad central de la economía regional, con impactos ciertos 

en las formas de vida de las comunidades. 

La actividad de recolección no era nueva para las comunidades. La historia económica de la 

región se debió a los ciclos que explotación del caucho bajo formas organizativas del 

trabajo que coaccionaban a las poblaciones indígenas de la región y otras traídas de 

regiones sureña construyendo sistemas de empatronamiento alrededor de barracas.  

La extracción de la goma se extendió por más de un siglo (desde 1860), colapsando en la 

década de 1980. A mediados de esta década (1986), Brasil deja de subvencionar los precios 

del caucho silvestre boliviano, y se inicia el auge de la extracción de la castaña y -en menor 

medida- el palmito y la madera. El impacto en el patrón de organización del trabajo anclado 

en el sistema barraquero se evidencia en la migración rural - urbana, y una mayor 
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diferenciación entre los sistemas productivos rurales y mayor diferenciación social entre 

familias de asentamientos rurales debido al aumento de sus ingresos por su participación en 

múltiples actividades (la agricultura, el extractivismo y la venta de fuerza de trabajo). 

La reconfiguración extractivista castañera regional estuvo apoyada por organismos 

internacionales de cooperación
23

. El desembolso de los capitales de cooperación se inició el 

1989, a través del Proyecto de Desarrollo Agropecuario (PDA), con la exploración y 

estudios de factibilidad dirigidos a identificar rubros competitivos que serían 

promocionados para mostrar la eficacia del modelo exportador, entre otros,  el beneficiado 

de la castaña.  

Verificada la viabilidad económica de la exportación de la castaña, las agencias de 

cooperación comenzaron a patrocinar a las nacientes empresas beneficiadoras mediante la 

dotación de capitales a través de la Fundación Bolivia Exporta (FBE)
24

. Las inversiones 

canalizadas por la FBE, entre los años 1995 y 2005, ascendieron a 19.137.758 $US. Un 

volumen de capital mayor que los 12 millones invertidos en infraestructura por los 

empresarios privados de la región en un periodo similar, o que los 18 millones anuales 

invertidos en promedio en la compra de castaña por todo el sector. (Ver: Rojas y Giacoman 

2009)  

Si bien la recolección de la castaña (junto al caucho) estaba insertada en el ciclo 

agroextractivo de las poblaciones indígenas subordinadas a las barracas, la consolidación de 

la economía extractiva centrada en la castaña, generó una industria de procesamiento 

(beneficiado) en áreas urbanas -principalmente Riberalta-. En el norte amazónico boliviano, 

el crecimiento del sector se dio de manera casi ininterrumpida. Las empresas se 

multiplicaron y hasta el año 2003  la inversión total de todas las beneficiadoras en la región 

se estimó en 12 millones de dólares. Para el 2006 estaban operando veinticinco 

procesadoras en la región: 22 en Riberalta, una en Cobija, una en Guayaramerin y otra en 

Puerto Rico. Además, fuera de la región se instalaron otras dos beneficiadoras, una en el 

Departamento de Santa Cruz y otra en el Departamento de Cochabamba, siguiendo la 

tendencia general del sector. (Ver: gráfico) 

Precios y valores de exportación de castaña en dólares americanos  (1985 - 2005) 

                                                      
23

 Intervinieron de manera directa el Banco Mundial y las agencias estatales de cooperación suiza y 

holandesa. Luego se sumaron la ex GTZ y USAID 
24

 Inicialmente, las operaciones de esta institución se concentraron en la implementación de pequeños 

proyectos piloto, pero cuando lograron los aprendizajes necesarios para invertir mayores volúmenes de 

capital, esta fundación se constituyó en socia permanente y accidental, de los empresarios de entonces, 

impulsando el beneficiado de castaña en las ciudades de Riberalta y Cobija.  
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       Fuente: Rojas y Giacoma, 2009 (con datos del INE) 

 

En conjunto, la mirada a los indicadores económicos de la industria del beneficiado de 

castaña da cuenta del crecimiento de los capitales invertidos y permite entrever las 

repercusiones que alcanzó en la economía regional en términos de exportación e ingresos, 

generando un incremento de los flujos comerciales, dependencia para satisfacer las 

necesidades de consumo de su población. 

No obstante, ha sido un crecimiento que no supone desarrollo y que se mantiene 

subordinado a la demanda externa, sin posibilidad de ampliar su base productiva en tanto el 

mercado no la estimule de manera directa.  

Es en este entorno que las comunidades indígenas del TIM II aprovechan sus áreas 

forestales. El año 2004, 22 de 29 comunidades recolectaban castaña (18 compuestas por 

tacanas), logrando reunir para ese año 55.810 cajas de almendra con cáscara. Las 

comunidades de Santa Trinidad (6.260 cajas), Miraflores (6.000 cajas) y El Naranjal (4.760 

cajas) son las que tuvieron mayor producción. Otras comunidades habrían “castañeado” en 

predios de terceros con la condición que lo recolectado sea vendido a ellos (Portachuelo 

Medio, América y Villa Nueva). (Ver: CEJIS, 2005: 68 - 71). 

 

4. Relaciones con otros actores 

 

a. Relaciones con la población no indígena 

 

En cuanto a la relación con otros actores, consecuencia, es el mercado capitalista y las 

relaciones de producción mercantiles que vienen generándose al interior de las 



32 
 

comunidades las que determinan la producción agroforestal y su destino. Si bien no son 

práctica común contratos o acuerdos explícitos con comerciantes y empresas beneficiadoras 

o madereras que podrían influir directamente en la producción, la demanda creciente del 

mercado nacional e internacional condicionan y marcan el ritmo de las decisiones 

adoptadas por las familias indígenas y por las asambleas comunales que regulan en general 

el acceso a los recursos forestales. 

i. Relaciones económicas   

 

Como ya se mencionó, en los últimos 25 años, la recolección de castaña es el centro de la 

economía extractiva en el norte boliviano. Uno de los cambios importantes acontecidos en 

el norte amazónico tiene relación con el saneamiento de las demandas de territorios 

indígenas en el marco de la estructuración de la cadena de valor de la castaña. Las familias 

y comunidades indígenas dueñas de áreas de castañales se insertan en el eslabón de la 

recolección de la cadena de valor de la castaña como principales proveedoras de castaña a 

las empresas beneficiadoras asentadas en Riberalta.  

El carácter de esta inserción es debatido por instituciones de promoción de derechos 

colectivos en la región
25

. A partir de la titulación del TIM II, se pondera la participación  de 

las familias en la cadena de valor como “productores directos e independientes”, dueños de 

los recursos naturales renovables, aspecto que incidiría en el potencial aumento de ingresos 

a la economía familiar. Esto contrasta con la situación socio-laboral previa al saneamiento, 

donde los indígenas eran “zafreros explotados y dependientes” sin propiedad de la tierra.   

La discusión estriba en la situación de los/as indígenas como proveedores directos 

dependientes del capitales industriales que controlan el beneficiado de la castaña, que 

perfilan sus negocios en la región de acuerdo a la demanda y el flujo de precios en los 

mercados. En esta perspectiva, la titulación de los territorios indígenas -entre ellos el TIM 

II- habría facilitado el trabajo de recolección de castaña en la región, bajando los costos de 

operación a las empresas beneficiadoras, sea en el reclutamiento de zafreros, sea en el 

mantenimiento de las sendas y vías de acceso a los castañales, sea en la construcción de 

centros de acopio y -finalmente- en la provisión de castaña a las beneficiadoras. 

Como indica el informe TCO TIM II del CEDLA (Rojas 2011), las decisiones de las 

familias indígenas responden a los requerimientos de la cadena, delegando el 

eslabonamiento de los castañales (población de arboles) y la zafra (fuerza de trabajo) a las 

comunidades, que mediante trabajo familiar recolectan el producto en sus áreas
26

.  
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 Las instituciones  son CIPCA y CEJIS. 
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 Las comunidades se organizan dividiendo la zona castañera a la que acceden en centros, áreas y senderos a 

los cuales acuden entre 2 a 5 familias dependiendo de la densidad de árboles en cada área.  


